	Fecha
	7 de febrero de 1980
	Sesión número
	2-I

	Motivo: Amparo

	Recurrente: MARINA PIZARRO SALOM A FAVOR DE SU ESPOSO ABRAHAM CRÓCAMO ARÉVALO

	Recurrido: MINISTRO DE SEGURIDAD PÚBLICA

	Objeto del recurso: Alega la recurrente que su esposo - perseguido por el gobierno de Panamá por razones de carácter político - solicitó el 14 de enero de 1980, ante el Ministerio de Relaciones Exteriores, se le otorgara asilo territorial en nuestro país, solicitud que fue denegada. Que el 31 de enero, un grupo de once miembros del cuerpo de Seguridad Nacional irrumpió violentamente en su domicilio, y detuvo a su marido Abraham Crócamo Arévalo, con un despliegue de brutalidad policial.  Que hasta la hora no ha podido saber la causa de su detención ni el lugar donde se le tiene encarcelado.  Alega que se viola el artículo 40 de la Constitución Política con la negativa de las autoridades, a informarle sobre el lugar en que se encuentra su esposo, y no permitirle verlo.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que el militar Crócamo será deportado, ya que por resolución N° 0081-80-D.M. de viernes 1° de febrero se canceló por ese Despacho, la Resolución N° 80-020 del Departamento de Extranjeros, por lo que desde esa fecha se encuentra ilegal en Costa Rica, y será expulsado rumbo a Jamaica o a República Dominicana. Que en su respuesta al segundo recurso de Hábeas Corpus se dieron las razones para su detención y se admite tenerlo detenido. Que en ningún momento se ha violado el domicilio indicado, ya que las autoridades actuaron mediante orden de allanamiento legalmente expedida, y no ha sido puesto a la orden de Juez competente por cuanto los trámites para su expulsión no son de competencia de esa autoridad.

	Parte dispositiva
	Denegar el recurso de Hábeas Corpus así como el de Amparo, éste en cuanto a la infracción alegada de los artículos 23, 31 y 37 de la Constitución Política, y declarar con lugar el recurso de Amparo en cuanto a la violación del derecho consagrado en el artículo 40 de la Constitución. El allanamiento del domicilio se efectuó con orden escrita de juez competente; el asilo solicitado fue denegado, y;  es posible decretar la expulsión por imperativo legal, caso en el cual no puede enviársele al país donde fuere perseguido.  Se viola el artículo 40 constitucional, el recurrido admitió que tiene detenido al señor Crócamo, pero lo cierto es que no indicó a la Corte en qué lugar se encuentra y tampoco refutó la afirmación de la recurrente de que no se le permite verlo; situación que cabe clasificar como un trato cruel o trato inhumano, que es lo que tiende a evitar el artículo 40.


N° 2
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CORTE INTERINA celebrada a las nueve horas treinta minutos del día siete de febrero de mil novecientos ochenta, con asistencia de los señores Magistrados Cervantes, Presidente; Cob y Villalobos.
Artículo Único.
Se conoce de los recursos de Hábeas Corpus y Amparo establecidos por la señora  Marina Pizarro Salom, contabilista, a favor de su esposo Abraham Crócamo Arévalo, ciudadano panameño, militar, ambos mayores, cónyuges, vecinos de San José, contra el señor Ministro de Seguridad Pública, Licenciado Juan José Echeverría Brealey.-

Al imponer el recurso de Hábeas Corpus en escrito presentado en la Secretaría de la Corte a las trece horas cinco minutos del primero de febrero en curso, la señora Pizarro expuso los siguientes hechos:

1.-Con fecha de 28 de noviembre de 1979 mi marido presentó ante esa Alta Corte un recurso de Hábeas Corpus, basado en las restricciones ilegales a su libertad que se estaban cometiendo por parte del Ministerio de Seguridad Pública, se afirmó allí que tales restricciones se llevaban a cabo por la condición de exiliado político panameño de mi marido, y por su decidida oposición al régimen predominante en la vecina República, oposición que no se había materializado en actos subversivos de ninguna especie que vinieran a contravenir las leyes o los tratados internacionales de que Costa Rica es parte, sino en meras opiniones públicas.  Se previno a la Corte que esas restricciones eran preludio de un detención por parte de las autoridades de Seguridad Pública, y hasta de una posible deportación a la propia República de Panamá.
2.- Con fecha 14 de enero de 1980 mi marido, amparado al artículo 31 de la Constitución Política, solicitó ante el Ministerio de Relaciones Exteriores se le otorgara asilo territorial en nuestro país, por ser él perseguido político.  Tal solicitud fue denegada por Resolución que todavía no está firme.

3.- A eso de las 6 de la tarde de ayer, 31 de enero de 1980, un grupo de once miembros del cuerpo de Seguridad Nacional irrumpió violentamente en nuestro domicilio, y detuvo a mi marido Abraham Crócamo Arévalo, con un despliegue de brutalidad policial al que no estamos acostumbrados los costarricenses.  Hasta la hora no he podido saber la causa de su detención ni el lugar donde se le tiene encarcelado.  Lo que sí se es que mi marido no ha cometido delito alguno que amerite su detención.


El recurso de Amparo lo estableció en escrito que entregó a Presidente de la Corte Interina, en su casa de habitación, a las veintitrés horas cuarenta minutos del dos de febrero dicho, y al efecto expuso lo siguiente:


“PRIMERO: El día treinta y uno de enero último, a eso de las diecisiete horas con cuarenta y cinco minutos, se presentaron a mi casa de habitación alrededor de dos decenas de agentes del Migración y guardias, entraron en ellas y detuvieron a mi esposo, al que después de golpearlo se lo llevaron detenido con rumbo desconocido, sin que hasta el momento me haya sido posible conocer su paradero.


SEGUNDO: Inquiriendo con distintas autoridades se me informó que sería puesto en libertad dos horas después de que el Presidente Royo abandonara nuestro país, pero he llegado a la conclusión de que esta promesa fue de engaño pues no se ha cumplido y además, tengo informes de que mi esposo va a ser deportado hacia otro país que no conozco cual será, con el pretexto de que está ilegalmente en Costa Rica, cosa que no es cierto como lo comprobaré con el correspondiente pasaporte, que ostenta la fecha en la cual se vence la visa que le concedieron.


TERCERO: Desde las diecisiete horas y cuarenta y cinco minutos del treinta y uno de enero a este momento, se han vencido con creces las veinticuatro horas que tienen de tiempo las autoridades administrativas para poner a un detenido a la orden de juez competente, sin que este requisito se haya cumplido en el caso de mi esposo, de quien además, se me niega su paradero.

CUARTO: Mi esposo es perseguido por el Gobierno de Panamá por razones de carácter político, ya como militar al servicio del Gobierno Constitucional que existía, se opuso al golpe que llevó al poder al actual régimen, y desde esa época, 1988, vive en el exilio.  Apelando a esta circunstancia está pendiente de resolución del Ministerio de Relaciones Exteriores, una solicitud de Asilo.


En razón de todo lo expuesto acudo a su alta autoridad y por su digno medio ante la Corte Suprema de Justicia a plantear el presente Recurso de Amparo a favor de mi esposo Abraham Crócamo Arévalo, en contra del señor Ministro de Seguridad Pública Lic. Juan José Echeverría Brealey, por violación de las disposiciones de los artículos 23, 31, 37 y 40 de la Constitución Política por cuanto las autoridades para detener a mi esposo violaron mi domicilio; no se le reconoce su condición de perseguido político; ha sido detenido por más de veinticuatro horas sin ser puesto a la orden del Juez competente y fue maltratado innecesariamente a la hora de ser detenido.  Además se viola el artículo 31 al amenazarlo con la deportación sin seguir los trámites que exige la Ley de Extradición.  El artículo 37 de la Constitución aparece violado no solo con el hecho de no ponerlo a la orden de juez competente dentro del término legal, sino con su detención misma sin causa alguna que lo ameritara y sin orden judicial.


Pido que se ordene inmediatamente al señor Ministro de Seguridad Pública se abstenga de tomar toda medida que perjudique a mi marido hasta tanto la Corte Suprema de Justicia no resuelva este recurso.  Considerando que es inminente la deportación ilegal de mi esposo, pido que la comunicación anterior se le haga al señor Ministro de Seguridad en forma inmediata y por la vía telegráfica.


Invoco en mi beneficio además de las disposiciones constitucionales citadas los numerales 2, 4, 5, 13 de la Ley de Amparo.  Agrega que también se viola el artículo 40 de la Constitución con la negativa de las autoridades a informarle sobre el lugar en que su marido se encuentra y no permitirme verlo.


Se dio trámite a los dos recursos, y el señor Ministro los contestó como sigue: EN CUANTO AL HÁBEAS CORPUS (…) EN CUANTO AL RECURSO DE AMPARO.

“PRIMERO: Cierto que un grupo pequeño de oficiales de Migración y Autoridades de Seguridad Nacional, con instrucciones de Don Rodolfo Echeverría Pacheco, Director de Seguridad Nacional, se presentaron en la casa dicha a la hora de referencia y procedieron a detener al militar Crócamo.  Falso que fueran alrededor de dos docenas de guardias, que golpearon al detenido y lo llevaron con “rumbo desconocido” pues la misma publicación del periódico que presenta la recurrente como prueba la desmiente en cuanto a los hechos enunciados en el presente numeral.


SEGUNDO: Cierto que el militar Crócamo será deportado pues actualmente se encuentra ilegal en Costa Rica, pero el resto de los hechos enumerados son falsos, pues ninguna autoridad pudo dar semejante información, ya que por resolución N° 0081-80-D.M. de las 8:05 horas de viernes primero de febrero se canceló por este Despacho la Resolución N° 80-020 del Departamento de Extranjeros, por lo que desde esa fecha se encuentra ilegal en Costa Rica, y será expulsado rumbo a Jamaica o a República Dominicana como lo informé al contestar el segundo Recurso de Hábeas Corpus.


TERCERO: Cierto que ya se cumplieron las primeras veinticuatro horas de la detención del militar Crócamo sin ponerlo a la orden de Juez competente, puesto que con relación a los procedimientos de expulsión, corresponde ejecutarlos a las autoridades administrativas, así que no es procedente por lo tanto ponerlo a la orden de Juez competente.  La detención se ha prolongado por cuanto recibí notificación de esa Corte, confirmada por la llamada telefónica de la Secretaria de la misma de “no ejecutar respecto al ofendido, acto alguno que pudiera dar resultado el incumplimiento de lo que la Corte resuelva sobre este caso”; y respetuoso de lo que esa Corte disponga estoy a la espera de la comunicación correspondiente para darle ejecución a la expulsión dicha.

Falso que se niegue el paradero del militar Crócamo, puesto que desde el mismo treinta y uno de enero se dio la orden de allanamiento para detenerlo, y en mi respuesta al segundo recurso de Hábeas Corpus se dieron las razones para su detención y admitimos tenerlo detenido.

CUARTO: Falso que el militar Crócamo tenía la condición de Asilado Político, ni que esté pendiente resolución alguna del Ministerio de Relaciones Exteriores, ya que por resolución de las diez horas del veintiuno de enero último, dicho Ministerio denegó en resolución cuya copia notificada acompaño, la condición dicha, entre otras razones porque el mismo ingresó al país en condición de turista y en ese status se mantuvo por un lapso de dieciocho meses, durante el cual no guardó ninguna consideración para el régimen de derecho costarricense, ni  para el Estado y sus instituciones legalmente constituidas.


En razón de lo expuesto, por las pruebas aportadas a los autos, así como en los tres anteriores recursos interpuestos a favor del militar Crócamo cuyos expedientes solicito se tengan como prueba en el presente, rechazo categóricamente los cargos lanzados por la recurrente, puesto que en ningún momento ha violado el domicilio indicado, ya que las autoridades actuaron mediante orden de allanamiento legalmente expedida; no existe condición de perseguido político en el militar Crócamo, quien vivió en nuestro país por más de dieciocho meses en su condición de turista, sin querer hacer solicitud formal de asilo para que las autoridades competentes avalaran su cacareada condición; no ha sido puesto a la orden de Juez competente por cuanto los trámites para su expulsión no son de competencia de esa autoridad y se le ha mantenido detenido por más de veinticuatro horas en acatamiento de lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia al darle curso al segundo recurso de Hábeas Corpus, y por el derecho que le asiste a nuestras autoridades de mantener detenido a un extranjero mientras se ejecuta su expulsión del territorio nacional; el detenido en ningún momento ha sido maltratado, pues hasta el recorte de periódico presentado como prueba por la recurrente así lo hace del conocimiento público y en ningún momento se ha violado la Ley de Extradición, cuyos trámites en nada tienen que ver con la situación jurídica actual del militar Crócamo.

Habiendo comprobado en la documentación en autos, que la recurrente no dice verdad con relación a los hechos, y demostrado que en ningún momento se han violado los artículos por ella citados ni artículo alguno de la Constitución Política, respetuoso solicito se declare sin lugar este cuarto recurso interpuesto a favor del militar Crócamo, y se le aplique a la recurrente la pena establecida en el artículo 19 de la Ley de Amparo”.


Para una mejor comprensión del asunto, por lo reciente de los acontecimientos y por la íntima relación que existe entre los recursos de que ahora se conoce y los que anteriormente interpuso el señor Crócamo y que fueron denegados por la Corte Plena en la sesión número 3 del 10 de enero último, artículo III, es indispensable reiterar lo que en esa ocasión consideró la Corte, porque además de que todo ello mantiene su vigencia, unido a lo que más adelante se dirá, da una visión completa de lo que en realidad ha ocurrido.  
Dijo entonces la Corte: 

“…I.- Están probados los hechos que se indican a continuación: 1°.- Que el señor Abraham Crócamo Arévalo, de nacionalidad panameña, ingresó a Costa Rica el catorce de julio de mil novecientos setenta y nueve después de haber entrado y salido del territorio nacional en varias ocasiones, desde el año anterior, lo que hizo siempre con visa de turista (ver escrito inicial del recurso, folio 1 y fotocopia del pasaporte, folio 53 a 58). 

2°.- Que la Dirección General de Migración prorrogó esa visa por tres meses,  a partir del catorce de octubre de mil novecientos setenta y nueve (fotocopia del pasaporte, folio 59).

3°.- Que en el periódico La Nación el doce de noviembre del año próximo pasado, aparecieron unas declaraciones del señor Crócamo, en que manifestó que “los días de Torrijos, como hombre fuerte de Panamá, están contados” (fotocopia de publicación periodística, folio 15)

4°.- Que en otra publicación del mismo periódico, el veintiocho de noviembre, el señor Crócamo expresó que “en agosto fue coaccionado por Agentes de la Dirección de Investigaciones Criminales (DIC) quienes le pidieron que permaneciera aquí en calidad de exiliado y no de turista y le solicitaron que no se acercara a menos de cien kilómetros de la frontera con Panamá” (fotocopia folio 16).-

5°.- Que en esa fecha el Coronel Johnny Chaverri Samudio, Sub-Director de la Oficina de Seguridad Nacional, tenía como recargo la Dirección de Investigaciones Criminales (contestación del señor Chaverri, folio 12)

6°.- Que en los últimos días del mes de noviembre del año pasado, el señor Crócamo hizo varias llamadas por teléfono a la Oficina de Seguridad Nacional, para hablar con el Coronel Chaverri Samudio, y éste a su vez se comunicó con él, por la misma vía telefónica, el veintisiete de noviembre; en esa ocasión ambos quedaron en que se concertaría una entrevista con el señor Ministro de Seguridad Pública (escrito del recurso, folio 1 y escrito de contestación folio 10).

7°.- Que al día siguiente el Coronel Chaverri avisó al señor Crócamo que el señor Ministro lo recibiría a las diez horas treinta minutos; pero el señor Crócamo no asistió a la cita, aduciendo para ello – según lo dice en su recurso – que no se le daban garantías de que en su caso no ocurriera “una deportación ilegal de extranjeros” (escrito inicial del recurso, folio 2 y contestación folio 10 y 11).-

8°.- Que a raíz de todos esos hechos, la Oficina de Seguridad ha mantenido una vigilancia constante sobre el señor Crócamo, para controlar sus movimientos y actividades; y vehículos de la Oficina de Seguridad “circulan en forma periódica por los alrededores de su residencia” (escrito de contestación, folio 13).-

9°.- Que, además, durante los días tres, cuatro y cinco de diciembre último, un vehículo ocupado por oficiales de migración estuvo estacionado frente a la casa de habitación del señor Crócamo (recortes de periódico de folio 26 y 27, y actas notariales agregadas a folio 30, 31 y 32 del expediente.)

II.- No existe prueba concreta en los autos de que el señor Crócamo esté interviniendo en alguna acción de tipo subversivo contra el Gobierno de la República de Panamá, o de que haya intentado organizar en Costa Rica algún movimiento con tal finalidad.  Para demostrar esos hechos no se ofreció ningún elemento probatorio, aunque el Coronel Chaverri Samudio sí afirma que “de esas actividades tiene los informes correspondientes la Oficina de Seguridad, venidos de diferentes fuentes confidenciales que esta Oficina clasifica como SECRETOS para la seguridad física de Agentes especiales que le han seguido los pasos a dicho señor (ver folio 10).  Sin embrago, la verdad es que la falta de prueba directa sobre esos hechos, no podría servir de argumento para que esta Corte – al examinar la actuación de las autoridades costarricenses – desconociera que otras circunstancias revelan una actitud muy significativa en el señor Crócamo, según lo dejan ver las declaraciones que hizo cuando fue entrevistado por un redactor del diario La Nación, pues allí manifestó que “los días de Torrijos, como hombre fuerte de Panamá, están contados”.  Y en esa publicación – no desmentida – se le atribuye el carácter de “vocero del Frente Nacionalista Panameño en nuestro país”. (sic)

EN CUANTO AL HABEAS CORPUS. III.- (…)  EN CUANTO AL AMPARO. 
V.- El recurrente alega que se han infringido los artículos 28, 29, 33 y 35 de la Constitución Política, el primero porque dispone, en lo que interesa, que “Nadie puede ser inquietado ni perseguido por manifestación de sus opiniones, ni por acto alguno que no infrinja la ley”.  No existe violación a esa regla constitucional, pues las autoridades costarricense no pusieron bajo vigilancia al señor Crócamo por el solo hecho de haber manifestado una opinión contraria al Gobierno de la República de Panamá, sino porque sus declaraciones envuelven más que una simple crítica desfavorable a ese Gobierno, ya que, en verdad, lo que en ellas se anuncia es prácticamente el derrocamiento del régimen a corto plazo, o, cuando menos, la caída o la destitución del señor Torrijos. Esas palabras, en boca de una persona que no es extraña al denominado “Frente Nacionalista Panameño Subversivo”, lo que justamente dio lugar – como se dijo al resolver sobre el Hábeas Corpus – a que las autoridades costarricenses tomaran aquellas medidas, más aún tratándose de un Gobierno con el que se mantienen relaciones amistosas, relaciones que podrían verse seriamente comprometidas si se permitiera que desde aquí, con la inacción o la indiferencia del Poder Ejecutivo, pudieran producirse actos que atenten contra la paz de la vecina República.

VI. Las mismas razones expuestas dan mérito para tener por inexistente la infracción del artículo 29 constitucional, que se refiere a la libertad de pensamiento, de palabra o de escrito. Tampoco hay quebranto alguno del artículo 38, que establece el principio de igualdad ante la ley, pues el hecho de que según lo alega Crócamo, “numerosos ciudadanos difundieron acérrimas críticas” contra el depuesto régimen de Nicaragua, sin que el Gobierno de Costa Rica tomara ninguna medida – conforme él también lo dice – no constituye razón suficiente para afirmar que se ha quebrantado aquel principio de igualdad; porque es obvio que ninguna de esas circunstancias de ser verdaderas podrían aducirse para establecer una regla de conducta general, obligando por allí a las autoridades costarricenses a que se mantengan en una actitud pasiva en relación a los hechos atribuidos al señor Crócamo.  En lo que atañe al artículo 35, basta decir que la garantía allí prevista no restringe las atribuciones que, en ejercicio del poder de policía corresponden al Poder Ejecutivo para controlar y vigilar la entrada y permanencia de los extranjeros, inclusive tratándose de los que han ingresado como turistas.” Hasta aquí la anterior resolución de la Corte.

VII. A los hechos probados que contiene el considerando I se agregan ahora los siguientes: 10° que con ocasión de la visita a Costa Rica del señor Presidente de Panamá, Don Aristides Royo, el viernes 1° y el sábado 2° de febrero en curso, el jueves anterior 1° de enero, el Director General de Inteligencia y Seguridad, Rodolfo Echeverría Pacheco, solicitó al Juzgado Cuarto de Instrucción una orden de allanamiento para proceder a la detención del señor Crócamo; la solicitud correspondió conocerla en definitiva al Juzgado Tercero de Instrucción, el que en resolución de las 17:30 horas del 31 de enero citado resolvió: “Teniéndose informes escritos de que en el lugar que se dirá debe practicarse con urgencia una diligencia policial, se ordena el allanamiento de la casa número 238 ubicada en esta ciudad calle 26, avenidas 2 y 4, en la que habita el señor Abraham Crócamo, y por motivos de seguridad de él mismo.  La diligencia se llevará a cabo entre las diecisiete horas hasta las diecinueve horas del día de hoy, y para la práctica de la misma se comisiona a la Agencia de Seguridad Nacional.  Esta orden será notificada a quien habite o posea la casa en referencia y a falta de éstos a cualquier persona mayor de edad que se encontrare en el lugar, prefiriendo a los familiares.  Lo ordenado es de conformidad con lo dispuesto en los artículo 23 y siguientes del Código de Procedimientos Penales, y se procederá conforme lo ordenan los artículos 97 y siguientes ibídem” (escritos en que se formularon los recursos, escritos de contestación y documentos presentados); 11° que con la orden anterior, a eso de las 17:45 horas del 31 de enero dicho, un grupo de oficiales de Migración y autoridades de Seguridad Nacional se presentaron en la casa indicada y detuvieron al señor Crócamo, el que aún permanece detenido (piezas citadas); 12° que en el escrito en que formuló el recurso de Amparo la recurrente expresó “Agrego que también se viola el artículo 40 de la Constitución Política con la negativa de las autoridades, cruel por cierto, a informarme sobre el lugar en que mi marido se encuentra, y no permitirme verlo”; en su respuesta el señor Ministro admitió que tiene detenido al señor Crócamo y aunque agregó que es falso que se niegue su paradero, lo cierto es que no indicó a la Corte en qué lugar se encuentra y tampoco refutó la afirmación de la recurrente de que no se le permite verlo (piezas citadas); 13° Que conforme consta en el pasaporte del señor Crócamo, el 4 de enero en curso y bajo el N° 80-029, el Jefe del Departamento de Extranjeros del Ministerio de Seguridad Pública le concedió permiso temporal de residencia por el término de dos meses a partir de la fecha indicada, y “mientras completa su trámite de residencia en nuestro país (piezas citadas); 14° Que ese permiso temporal de residencia fue revocado por el señor Ministro de Seguridad, en resolución N° 81-80- D.M. de las 8,05 horas del 1° de febrero en curso, en la que ordenó la expulsión del señor Crócamo del territorio nacional por motivos de orden de seguridad pública (piezas citadas); y 15° que el señor Crócamo solicitó el asilo territorial, manifestando que es perseguido por sus ideas políticas, contrarias el Gobierno de la República de Panamá, y le fue denegada por el Ministerio de Relaciones Exteriores en resolución N° 04 de las 10 horas del 21 de enero último (piezas citadas)-
DEL RECURSO DE HABEAS CORPUS (…) DEL RECURSO DE AMPARO.
X.- La recurrente alega que se han infringido los artículos 23, 31, 37 y 40 de la Constitución Política.- No existe violación del artículo 23 porque el allanamiento del domicilio se efectuó con orden escrita de juez competente, conforme se expresó en el Considerando VII, hecho probado 10°. El artículo 31 establece que el territorio de Costa Rica será asilo para todo perseguido por razones políticas, pero consta que el asilo solicitado por el señor Crócamo hasta el momento no le ha sido concedido, antes bien, le fue denegado.  Y aunque conforme a dicho artículo la extradición no procede en casos de delitos políticos o conexos con ellos, según la calificación costarricense, ese mismo artículo contempla la posibilidad de decretar la expulsión por imperativo legal, caso en el cual no puede enviársele al país donde fuere perseguido.  De esto es de lo que ahora se trata y no propiamente de la extradición.  No existe entonces violación del artículo 31.  El señor Crócamo fue y permanece detenido por la autoridad encargada del orden público, conforme lo prevé el artículo 37, en este caso el Ministerio de Seguridad Pública, y para asegurar y ejecutar su expulsión, que está a cargo de las autoridades administrativas, conforme se ha explicado, razón por la cual no tenía por qué ser puesto a disposición de juez competente alguno, por lo que tampoco se ha infringido el mencionado artículo 37.-
XI.- El artículo 40 de la Constitución Política dispone que “Nadie será sometido a tratamientos crueles o degradantes ni a penas perpetuas, ni a la pena de confiscación.  Toda declaración obtenida por medio de violencia será nula”.  Conforme se dijo en el considerando VII, hecho probado 12°, la recurrente  expresó: “Agrego que también se viola el artículo 40 de la Constitución Política con la negativa de las autoridades, cruel por cierto, a informarme sobre el lugar en que mi marido se encuentra, y no permitirme verlo” en su respuesta el señor Ministro admitió que tiene detenido al señor Crócamo y aunque agregó que es falso que se niegue su paradero, lo cierto es que no indicó a la Corte en qué lugar se encuentra y tampoco refutó la afirmación de la recurrente de que no se le permite verlo.- Y aunque algunos órganos de prensa tanto en el día de ayer como el de hoy han publicado haber recibido informes de que el señor Crócamo se encuentra en la Primera Comisaría, lo cierto es que durante varios días no se dieron noticias al respecto, que a la Corte oficialmente nada se ha informado sobre ese extremo, además de que se mantiene la otra información de que no se permite verlo.  La situación expuesta no es admisible en un régimen de derecho como el nuestro, sí cabe calificarla como un trato cruel o trato inhumano, que es lo que tiende a evitar el artículo 40, además de que significa tener incomunicada a la persona, con perjuicio entre otros, de su derecho de defensa por un lapso superior a las cuarenta y ocho horas, sin que exista orden judicial al respecto, ya que el artículo 44 establece que “Para que la incomunicación de una persona pueda exceder de cuarenta y ocho horas, se requiere orden judicial; sólo podrá extender hasta por diez días consecutivos y en ningún caso impedirá que se ejerza la inspección judicial.-  Por otra parte, la incomunicación reguardada por el artículo 44, debe entenderse que lo es para no malograr la investigación, y en el presente caso no se trata de una investigación, al menos nada se ha informado oficialmente al respecto, ya que de lo que se trata, conforme se ha dicho, es que la detención del señor Crócamo lo es para asegurar y ejecutar su expulsión.-  Considera entonces esta Corte que sí se ha violado el derecho consagrado en el artículo 40 de la Constitución Política, y que por este motivo el procedente el recurso de Amparo, de manera que aunque el señor Crócamo deba permanecer detenido para asegurar y ejecutar su expulsión, se debe informar inmediatamente en qué lugar se encuentra y se debe permitir verlo y comunicarse con sus parientes y sus abogaos.

De acuerdo con las razones expuestas se resuelve: Denegar el recurso de Hábeas Corpus así como el de Amparo, éste en cuanto a la infracción alegada de los artículos 23, 31 y 37 de la Constitución Política, y declarar con lugar el recurso de Amparo en cuanto a la violación del derecho consagrado en el artículo 40 de la Constitución.-  En consecuencia, se restituye al agraviado Abraham Crócamo Arévalo en el pleno goce del derecho violado, para lo cual mientras permanezca detenido para asegurar y ejecutar su expulsión, se debe informar inmediatamente el lugar en que se encuentra y permitir verlo y comunicarse con sus familiares y sus abogados.  Es entendido que, de ser expulsado, no puede ser enviado a la República de Panamá.-  El señor Ministro de Seguridad Pública, licenciado Juan José Echeverría Brealey se servirá dar fiel cumplimiento a esta resolución. 
